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Señor 
Marco Acuña Mora 
Presidente del Consejo Directivo 
INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD (ICE) 
 
 
Estimado señor:​  
 

Asunto:​ Se rechaza la confidencialidad alegada del presupuesto extraordinario 
01-2026 del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) en el proceso 
de aprobación presupuestaria 

 
Con el propósito de que lo haga del conocimiento de los miembros del Consejo 

Directivo del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), en la sesión inmediata siguiente 
al recibo de esta comunicación, en atención del cargo que ocupa, se le informa que la 
Contraloría General de la República, dentro de sus potestades de fiscalización superior 
otorgadas mediante los artículos 183 y 184 de la Constitución Política; la potestad de 
aprobación de los presupuestos de la administración descentralizada, las instituciones 
semiautónomas y empresas públicas prevista en el artículo 18 de su Ley Orgánica, así 
como el deber de resguardo frente a terceros de la información confidencial accedida, 
descrito en el artículo 11 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en la 
Función Pública N.° 8422, rechaza la confidencialidad alegada del presupuesto 
extraordinario 01-2026 presentado por el ICE en el proceso de aprobación presupuestaria, 
con base en los siguientes elementos fácticos y argumentos jurídicos vigentes: 

 
El 09 de junio de 2026 el ICE por oficio 0150-0535-2026 presentó ante la 

Contraloría General de la República para su debida aprobación, el Presupuesto 
Extraordinario 01-2026.  
 

Mediante el artículo 2, Capítulo III de la Sesión 6740 del 26 de mayo de 2026, el 
Consejo Directivo del ICE clasificó como confidencial el Presupuesto Extraordinario 
01-2026 por un plazo de cuatro años. La Institución basó su decisión al considerar el 
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presupuesto como un informe consolidado e integrado que incluye conjuntamente los 
datos del Negocio de Electricidad (público) y del Negocio de Telecomunicaciones. Según 
su argumentación, de no protegerse la totalidad del documento, se correría el riesgo de 
que terceros y competidores logren inferir las cifras del negocio en competencia mediante 
una "operación aritmética". Lo anterior, según lo establecido en el artículo 35 de la Ley N.° 
8660 para garantizar los intereses estratégicos, comerciales y de competencia de la 
Institución. 

 
Como complemento, el acuerdo establece que la información de carácter 

netamente público inmersa en el documento, como lo es el Negocio de Electricidad y las 
partidas de remuneraciones, será extraída y suministrada únicamente en caso de ser 
requerida por un tercero externo a la empresa. 

 
Ante la declaratoria de confidencialidad expuesta por el Consejo Directivo es 

pertinente reiterar que por principio fundamental definido en el artículo 30 de la 
Constitución Política, toda información generada y contenida en sede administrativa, es de 
libre acceso de los ciudadanos, lo cual es también garantizado a nivel legal en el artículo 7 
de la Ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública N.° 8422, al 
reiterarse el libre acceso a toda información de interés público, identificándose 
especialmente la relacionada con el ingreso, la presupuestación, la custodia, la 
fiscalización, la administración, la inversión y el gasto de fondos públicos.  

 
En este contexto, la confidencialidad no es la norma, sino un tratamiento 

excepcional que debe ser expresamente habilitado por una ley y justificado formalmente 
mediante un acto administrativo válido, demostrando tanto el fundamento jurídico como el 
respaldo técnico para dicha restricción, a efecto de que pueda desplegar los efectos 
jurídicos deseados. 

 
En el caso específico del ICE, la Ley N.° 8660 le otorga una habilitación particular 

para declarar cierta información como confidencial, con el propósito exclusivo de permitirle 
adaptarse y competir eficazmente en el sector de telecomunicaciones. Con base en su 
artículo 35, esta potestad otorgada únicamente al Consejo Directivo del ICE, se pretende 
por un lado, proteger la intimidad y los datos sensibles de sus clientes y usuarios; así 
como resguardar secretos comerciales, industriales o económicos cuya divulgación podría 
afectar negativamente su posición estratégica frente a otros competidores. 

 
El marco legal impone entonces al Consejo del ICE la obligación de determinar 

bajo los criterios indicados en el artículo 35 de la Ley  N°. 8660 qué tipo de característica 
tiene la información en su dominio a considerar como secreta, sea esta de índole 
comercial, o industrial o económica, siendo que cada calificación tiene condiciones y 
efectos diferenciadores, además de justificar su confidencialidad a partir del perjuicio que 
su eventual divulgación provoque a la estrategia comercial en el sector en competencia.  

 



 
 

División de Fiscalización Operativa y Evaluativa 
Área de Fiscalización para el Desarrollo de las Ciudades 

 

_________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________ 
 

DFOE-CIU-0269                                                        3                                                              8 de julio de 2026 

 
​ ​  

La confidencialidad como efecto directo de la declaratoria e identificación de la 
información secreta debe ser precisa y no trascender a procedimientos y actividades 
administrativas, ni los estados financieros y sus anexos que comprenden los ingresos, la 
custodia, la inversión, el gasto y su evaluación, así como el balance de situación, el 
estado de resultados y, en general, el resto de información contable, tal como lo alerta el 
propio artículo 35 de la Ley N°. 8660, así como aquella sobre la presupuestación y la 
fiscalización de la hacienda pública, según el artículo 7 de la Ley N°. 8422, que es de 
carácter público. 

 
De acuerdo con  el artículo 5 de la Ley Marco de Acceso a la Información Pública, 

N.° 10554, señala que "Las empresas e instituciones públicas en competencia deberán 
separar la información de acceso público de aquella de carácter sensible o confidencial, 
enmarcada en el secreto industrial, comercial o económico, cuando por motivos 
estratégicos, comerciales y de competencia no resulte conveniente su divulgación a 
terceros".  

 
A partir de lo anterior, es indispensable que las instituciones habilitadas, en las 

condiciones específicas indicadas, como es el caso del ICE, identifiquen, segregen y 
justifiquen debidamente el trato diferenciado de la información de acceso público de 
aquella que debe mantenerse restrictiva en su acceso; propiamente la información que se 
catalogue como secreto industrial, comercial o económico y que por motivos estratégicos, 
comerciales y de competencia no resulte conveniente su divulgación a terceros.  

 
En materia presupuestaria, tanto el ICE, como sus empresas, tienen el deber de 

informar y remitir para su aprobación los documentos presupuestarios, tal y como lo 
impone el artículo 34 de la Ley N.° 8660, así como el artículo 18 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República N.° 7428 por lo que, a partir de estos preceptos 
normativos, es que la confidencialidad, como efecto directo e inmediato de la declaratoria 
particular de un dato como secreto se considera como una excepción al derecho 
constitucional que tiene todo ciudadano a la información de las dependencias públicas, lo 
cual impone un trato restrictivo y no extensivo del alcance de la confidencialidad, 
conforme al ámbito reservado exclusivamente a la Ley, en este caso particular, a lo 
descrito en el artículo 35 de la citada Ley N.° 8660. 

 
En línea con lo anterior, debe tenerse presente que la información incorporada en 

el Sistema de Información sobre planes y presupuestos públicos (SIPP) es, por 
naturaleza, de carácter público y accesible a la ciudadanía a través del sitio web de la 
Contraloría General de la República. No obstante, la Administración puede declarar cierta 
información como confidencial, siempre que cuente con la debida habilitación jurídica y 
asuma la plena responsabilidad de dicha clasificación, la cual debe formalizarse mediante 
un acto administrativo motivado, válido y eficaz. Sin embargo, los funcionarios autorizados 
de la Administración Activa, la Auditoría Interna y la Contraloría General de la República sí 
tienen acceso a esta información, con el resguardo frente a terceros. 
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La Sala Constitucional1 ha sido enfática en establecer un límite claro y vinculante 
de esta potestad excepcional otorgada al Consejo Directivo del ICE para restringir el 
acceso de una parte de la información institucional delimitando a  aquella “respecto de los 
segmentos de su actividad o función que han sido abiertos al libre mercado, como el caso 
de la telefonía móvil o celular, la transmisión de datos y el servicio de internet, siendo 
inconducente y jurídicamente inválido que se pretenda extender, por analogía, a otros 
renglones de actividad que no están plenamente abiertos al libre mercado. El artículo 35 
de la Ley 8660 prevé la reserva de datos que puedan dejar en desventaja competitiva al 
instituto frente a la competencia…”. La Sala ha señalado además, la improcedencia de 
clasificar un documento público —como por ejemplo un presupuesto institucional y sus 
variaciones— como confidencial en su totalidad. 

 
Le corresponde exclusivamente al ICE el deber ineludible de detallar y precisar 

cuáles componentes específicos dentro de los documentos presentados en una gestión 
que es eminentemente pública,  como es el caso de aprobación presupuestaria, deben ser 
considerados de acceso restringido. De esta manera, se asegura que la excepción de 
acceso sea restrictiva y no se convierta en una anulación arbitraria del derecho 
fundamental de acceso a la información y del principio de rendición de cuentas de la 
Administración Pública. 

 
Previamente la Contraloría General de la República mediante oficio 15582 

(DFOE-CIU-0428) del 29 de agosto de 2025 hizo recordatorio al Consejo Directivo del ICE 
sobre la responsabilidad de definir y precisar la información confidencial referenciada en 
los procesos de aprobación presupuestaria, haciendo énfasis en los siguientes puntos: 

 
“... la información que la administración identifica con carácter confidencial debe 
ser catalogada como tal de forma individualizada para cada tipo de información o 
documento, de manera clara y precisa. 
Debe existir -de previo- una declaratoria de confidencialidad sustentada 
precisamente en una habilitación legal que identifique por su contenido la 
información como secreta, o confidencial, así como un análisis técnico que 
sustente la respectiva declaratoria en un acto administrativo válido y eficaz, 
lo cual impone que este sea emitido por la autoridad que tenga la 
representación íntegra de la entidad, -en este caso sólo el Consejo Directivo-, 
manteniendo siempre una finalidad coherente al efecto de restricción de 
acceso público de la información. Así, no es válido simplemente externar la 
indicación de la norma que le permite realizar dicho acto, ni remitir una 
valoración jurídica, que por sí misma no es un acto administrativo definitivo, 

1   Ver al respecto voto 2010-0226 de las once horas del 08 de enero de 2010; Voto 2010-8672 de las 9:36  
horas del 14 de mayo de 2010; Voto 2011-6123 de las 9:15 horas del 13 de mayo de 2011; Voto 2011-9455 
de las 8:43 horas del 22 de julio de 2011; Voto 2012-11871 de las 16:01 horas del 28 de agosto de 2012; 
Voto 2017-08985 de las 14:05 horas del 16 de junio de 2017; Voto 2019-005429 de las 18:16 horas del 22 
de marzo de 2019, Voto 2019-005429 de las 18:19 horas del 22 de marzo de 2019; Voto 2023-33242 de 
las 9:15 horas del 22 de diciembre de 2023; Voto 2025-21654 de las 09:20 horas del 11 de julio de 2025.  
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sino intermedio para demostrar el debido sustento de la declaración de 
confidencialidad. 
 
La Contraloría General, en atención de sus deberes constitucionales y legales, de 
conformidad con el artículo 11 de la Ley N.° 8422 supracitada, únicamente 
restringirá del acceso público los documentos que contengan datos que por sí 
mismos sean declarados legalmente como confidenciales; así como aquellos que 
la propia Administración Identifique, con base en la norma legal habilitante, como 
secretos industriales, comerciales o económicos, concernientes a las actividades 
desempeñadas por la empresa pública en un marco de mercado competitivo, 
siempre que haya sido previamente decretada por la autoridad competente de la 
institución y deban mantenerse así por motivos estratégicos, comerciales y de 
competencia, bajo las condiciones que informan el ordenamiento jurídico 
aplicable.” (El remarcado y el subrayado no son parte del texto original) 
 
Teniendo presente lo anterior, se advierte que el acuerdo del Consejo Directivo del 

ICE resolvió: “Declarar confidencial, por un plazo de 4 años, el Presupuesto Extraordinario 
01-2026 y las cifras de éste [...] en aras de garantizar intereses estratégicos, comerciales 
y de competencia de nuestra Institución”. No obstante, la literalidad de sus considerandos 
evidencia justificaciones que resultan contrarias al principio de publicidad de la 
información presupuestaria.  

 
El Consejo Directivo del ICE pretende mantener la confidencialidad de la totalidad 

del documento bajo la premisa de que, “al ser informes consolidados e integrados como 
Institución, tienen datos de los Negocios de Electricidad y Telecomunicaciones, por lo que, 
en caso de no protegerlos en forma integral, se correría el riesgo de exponer información 
del Negocio Telecomunicaciones, por una operación aritmética”; a pesar de reconocer que 
el documento contiene fondos netamente públicos, el Consejo dispuso en el Por Tanto 
segundo que la información del Negocio de Electricidad y las partidas de remuneraciones 
“deben suministrarse, en caso de ser requeridos” obligando inaceptablemente a que la 
información pública se mantenga como secreta por defecto. 

 
Lo anterior manifiesta un ejercicio extensivo y legalmente injustificado de la 

potestad para declarar información confidencial, la cual no puede expandirse a la totalidad 
del presupuesto institucional, al ser este un documento público y de interés general. En 
este sentido, el ordenamiento jurídico exige la previa identificación técnica del dato 
específico como secreto. Dado que la confidencialidad es una excepción a la publicidad 
que rige la información pública (artículo 30 de la Constitución Política), su implementación 
debe ser restrictiva. En consecuencia, la declaratoria de todo el presupuesto 
extraordinario como confidencial contraviene los fines para los cuales fue otorgada en un 
mercado en competencia,  y no puede ser utilizada de forma contraria a la ley para  limitar 
la rendición de cuentas de toda actuación administrativa, tal como lo impone el artículo 11 
constitucional.  
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Resulta jurídicamente improcedente invertir el principio de transparencia, pues 
todo documento presupuestario de la Administración es, por regla general, de interés 
público. Dado que la confidencialidad opera como una excepción estrictamente restrictiva, 
el artículo 5 de la Ley N.° 10554 obliga a las empresas públicas en competencia a separar 
y segregar de previo la información pública de la secreta. En consecuencia, pretender 
mantener confidencial la totalidad del presupuesto bajo la excusa de que contiene algunos 
datos secretos, o disponer que la información netamente pública se entregará únicamente 
"en caso de ser requerida" amparándose en las limitaciones de clasificadores 
presupuestarios, constituye una práctica inválida que evade el deber de individualizar y 
sustentar la información secreta (sea de índole comercial, industrial o económico) y 
convierte la excepción en la regla, cuando debe realmente prevalecer la publicidad de la 
información en atención a los principios de responsabilidad y rendición de cuentas 
descritos en la Constitución Política. 

 
Asimismo, la justificación de la Administración presenta contradicciones en el 

informe técnico que pretende ser sustento de la decisión tomada por el Consejo Directivo, 
puesto que éste señala que sus sistemas institucionales sí tienen la capacidad de 
identificar y separar los datos públicos de los secretos, sin embargo, proponen que se de 
la confidencialidad de todo el presupuesto ante el supuesto riesgo de que quien realice 
una operación aritmética tendrá acceso a datos secretos, aspecto que por sí mismo va en 
contra del ordenamiento constitucional y legal del tratamiento de la información 
administrativa.  

 
La inclusión de temas tan dispares como proyectos plurianuales (2026-2029) y 

vulnerabilidades de ciberseguridad (Servidores DNS) dentro de una misma declaratoria 
total del presupuesto confirma que el ICE incumplió su deber ineludible de individualizar, 
segregar y justificar técnica y jurídicamente cada dato específico. Las declaratorias 
genéricas en sí son jurídicamente inválidas, ya que al ser el efecto confidencial de la 
información pública una excepción a derechos constitucionales del ciudadano deben ser 
ejercidas de forma restringida.  

 
El acuerdo del Consejo Directivo del ICE, junto con los informes que lo 

acompañan, configura una declaratoria genérica que pretende ocultar la totalidad de un 
documento público amparándose en excusas aritméticas, aun cuando la Administración 
confiesa poseer la capacidad técnica para segregar la información en sus bases de datos. 
Al incumplirse el deber de individualizar el dato y pretender extender el secreto de manera 
contraria al ordenamiento jurídico, la Contraloría General de la República se encuentra 
legalmente imposibilitada para ejercer su deber de resguardo frente a terceros. 

 
La Administración habilitada no detalla las cifras, comentarios o metas específicas, 

ni documentos o archivos que en forma específica tienen el carácter de secreto en los 
términos establecidos en el citado numeral 35, ni identifican concretamente el perjuicio de 
una eventual divulgación para ser consideradas confidenciales. Esta falta de especificidad 
implica una incorrecta aplicación del alcance de la protección de la información que la Ley 
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N.° 8660 confiere al ICE, según su artículo 35, en contraposición con la transparencia 
para el ciudadano en cuanto a información relacionada con el ingreso, la presupuestación, 
la custodia, la fiscalización, la administración, la inversión y el gasto de los fondos 
públicos, que por el artículo 7 de la Ley N.° 8422 es de interés público. 

 
En ese sentido, debe tenerse presente que si bien la confidencialidad que pueda 

alegar el ICE no limita, condiciona o restringe la función de aprobación presupuestaria 
delegada a este órgano contralor por la Ley N.° 7428 ni el contenido del acto de 
aprobación que finalmente se emita, la falta de la debida justificación e imprecisión del 
acuerdo otorgado por el Consejo Directivo del ICE, y en particular, que no acredita los 
parámetros preceptuados en las citadas normas para considerarlo como una declaratoria 
de confidencialidad, tiene como consecuencia que tampoco surge el deber de resguardo 
de dicha información ante terceros. 

 
Se reitera que corresponde únicamente al Consejo Directivo del ICE la tarea de 

identificar y declarar la confidencialidad de la información, asumiendo la total 
responsabilidad de su decisión. Dicha clasificación debe estar debidamente fundamentada 
en la normativa constitucional, legal y ser presentada ante este Órgano Contralor, 
conforme los parámetros establecidos en el artículo 10 de los Lineamientos para el 
Trámite de Documentos ante la Contraloría General de la República2. 

 
En estricto apego al principio de legalidad, no le compete a la Contraloría General 

de la República valorar, delimitar ni decidir qué datos presentados por el ICE califican 
como secreto. Si la propia entidad no define y justifica este carácter secreto en el SIPP, el 
Órgano Contralor no puede otorgar una protección excepcional a documentos que, por 
ley, son de interés público.  

 
La confidencialidad de cada documento debe fundamentarse individualmente. Al 

ser una restricción al derecho constitucional de todo ciudadano de acceder a la 
información pública, es improcedente  realizar declaraciones genéricas que clasifiquen 
como confidencial un documento completo, como un presupuesto o sus variaciones; más 
aún se pretenda extender de forma genérica dicho efecto hacia futuro.  

 

2  “Cuando una persona física o jurídica proporcione información que por su naturaleza sea de 
acceso restringido, deberá señalar expresamente en el documento de envío indicando, al 
menos, los siguientes aspectos: 
a) Clara identificación del fundamento legal o constitucional con base en el cual se debe 

proteger la confidencialidad de la información.  
b) Motivación suscrita por la autoridad administrativa competente, con indicación de la norma o 

acuerdo que así lo dispone. 
c) Motivación de las razones de hecho y de derecho que dan sustento a la declaratoria de 

confidencialidad.  
d) Indicación del plazo por el cual se debe mantener la protección”. 
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Al no ser conforme a Derecho la justificación presentada por el ICE la Contraloría 
General de la República no tiene el fundamento jurídico indispensable para ejercer un 
deber de resguardo. Por lo tanto, es imprescindible eliminar la restricción de acceso y 
garantizar el carácter público del Presupuesto Extraordinario 01-2026 en el Sistema de 
Información sobre Planes y Presupuestos Públicos (SIPP). 

 
Para cualquier gestión futura que involucre información confidencial, el Consejo 

Directivo del ICE tiene el deber ineludible de presentar un acto administrativo formal, 
válido y eficaz que identifique y segregue de forma precisa y detallada los datos 
específicos que se consideran secretos (comerciales, industriales o económicos). 
Además, de que fundamente jurídicamente por qué dichos datos encajan en las causales 
excepcionales del artículo 35 de la Ley N.° 8660 y sea evidente el análisis técnico que 
demuestre el daño estratégico o competitivo que su revelación provocaría. 

 
También se recuerda que para próximas gestiones que formule  ante la Contraloría 

General de la República en las que sean presentados documentos que sí cumplan con los 
parámetros legales para ser considerados confidenciales, la institución debe presentar el 
acto administrativo válido y eficaz emitido por el Consejo Directivo que fundamente la 
confidencialidad correspondiente de forma precisa y específica, y así justificar de nuestra 
parte el deber de resguardo frente a terceros que legalmente dispone el artículo 11 de la 
Ley N.° 8422. 

 
El incumplimiento de estos requisitos resultará en que la información suministrada 

sea tratada conforme al principio constitucional de transparencia y publicidad, así como el 
de rendición de cuentas de toda actuación de la Administración Pública. 
 

Atentamente, 
 
 

          Marcela Aragón Sandoval​ ​         Jose Francisco Monge Fonseca​  
                 Gerente de Área​ ​ ​                      Fiscalizador           

 
 
 

                                                                                                          
 
 

 
//vas 
 
Ce:   Sra.Leda Acevedo Zúñiga, Gerente General, ICE 

Sr.Óscar Romero Sánchez, Gerente Telecomunicaciones, ICE  
Sr. Keiner Arce Guerrero, Gerente de Finanzas, ICE  
Sra. Sofía Machuca Flores, Auditoría Interna, ICE 
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